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extensibles al ordenamiento extranero los criterios de fundamentación
del ordenamiento español.

5. La demandante de amparo se queja en primer .¡ug.a~ y p~im.or­
dialmente de la vulneración del derecho a la tutela JudK]a! dectlva
porque la Sala Primera del Tribunal Suprema: .n? examill:ó ,si. la
resolución judicial argelina, cuyo excquawr se solicIto, estaba JundlCa~

mente fundada y, en consecuencia, otorgó el reconocimiento a un~

Sentencia extranjera que, en opinión de la Entidad recurrente. no esta
suficientemente motivada y fundada en Derecho. pues no se basa en
norma o principio jurisprudencia! alguno resultando arb¡lrarta~ sus
argumentaciones. La Sala Primera del Tribunal Supremo, despues de
comprobar que la Sentencia del Tribunal de Apelación de Ar~e.1 .se
ajustaba a los reqisitos y prc,supuestos exigido~ por la Ley de Enjulcla~

miento Civil para el reconOCimiento de las deciSIOnes pronunciadas l?or
órganos judiciales extranjeros. consideró que en el proceso se hablan
respetado las garantias procesales que impone el arto 24 C.E. Y. respecto
al alegato relativo al orden sustantivo aplicado que la ahora recurrente
en amparo opuso al exequatur. entendió que ésta -se dice en el Auto­
«obtuvo la tutela judi~ial efectiva. que se dice c~nculca~a y co~ base,
obviamente, en el propIO ordenamIento al que esta sometIdo el Tnbunal
extranjero, que lógicamente debía. c,?nocer la p?rte que se opone ahora
extemporáneamentc a su cumplimiento», estimando que lo ql:lc en
realídad atacaba la Entidad aquí demandante era «el contemdo y
fundamento de la Sentencia lo g,ue es impropio de la función asignada
por la Ley de Enjuiciamiento Civil en sus arts. 951 a 958».

Así pues, frente a la queja de la solicitante de ampa.r? .resuI,~ que en
el Auto impugnado el Tribunal Supremo se pronunCIo Imphclta pero
claramente sobre la alegada falta de fundamentación jurídica de la
Sentencia extranjera. al considerarla fundada en el propio ordcnamie~to
al que estaba sometido el Tribunal extranjero, y rechazó. aquel motivo
de oposición al excquatur basado en el Derecho aplicado. porque
mediante e mismo no se pretendía sino revisar el contenido y funda­
mento de la resolución extranjera. lo que desvirtuaba la naturaleza del
procedimiento del exequatur previsto en la Ley de Enjuiciamiento Civil
e implicaba, en definitiva, desbordar la funcion homologad9ra del Juez
del exequatur. El Tribunal Supremo llegó a esta conclUSión en una
resolución, aunque concisa, suficientemente motivada, no pudiendo
apreciarse, por tanto, que el Auto impugnado haya vulnerado el der~cho
a la tutela judicial efectiva de la recurrente en amparo, pues nI de
arbitraria ni de irrazonable puede tildarse la motivación que la sustenta,
como claramente se desprende de la lectura de la. Senten~ia ar~elina
objeto del exequatur. en la que se razona la condena mdemmzatona que
se impone, desestimando las pretensiones ~e.l~ solici~nte de amP':lro, y
expresamente se invoca en apoyo de la declslon, COI]; IlJdependen~ta del
acierto o del error con que lo basa. los usos de la practica comercraL En
realidad, como señala el Mimsterio Fiscal, lo que la demandan~e

mediante la queja examinada viene a plantear, no e~ la fal!a de car~ncra
de fundamentación jurídica de la resolución extranjera. smo su dlscrc·
pancia o disconfonnidad con el enjuiciamiento y la valoración de los
hechos efectuados por el órgano judIcial extranjero con la pretensión de
que este Tribunal Constitucional revise y examine su fundamentación,
asumiendo asi una fundón que no le corresponde y que desborda el
marco del recurso de amparo constitucionaL

6. Finalmente. tampoco pueden aceptarse los otros dos reproches
que la recurrente formula contra el Auto impugnado y que conSIsten en
sustancia, como se señaló en un principio, en que el Tnbunal Supremo

no apreció la iliCItud de la obligación ac.uyo cumplimiento se procedió,
tal como quedó configurada por la declslOn cxtra~era, y en la mconcrc­
ción de los intereses devengados por la cantidad fijada como mdemnlza­
ción por la Sentencia argelina. Uno y otro reproche: desde la perspectIVa
de! art. 24 C.E., carecen de sígnificaclón constitUCIOnal. Así. respccIO a
la ilicitud de la obligación, aparte de que expresamente. en el Auto
¡mpugnado el Tribunal Supremo califico al «objeto del lJ1lglO~). ~omo

dicito ~n España». la actora se hmita a plantear una cuestlOn de
legalidad ordinaria sobre la que no corresponde a este Tnbunal
pronunCIarse, cual es la Infmedón de determmados Decretos so~re

product:ión (ere3!, export3Clón de ~ercancias y c9ntrol de c~mblos

como causa de la ilicitud de la obligaCión. correspondlcn<;to a los ?r:ganos
de la junsdicción ordinaria y no a este Tnbunal determmar la hCltud o
ilicitud de tal obligación en términos de legalidad, ajenos, como taL a
esta sede constitucionaL Igualmente, de inconsistencia constitucional
adolece la invocada vulneración del art. 24 C.E. por la mdetermmadon
de la forma en que debían calcularse los intereses ~evenga~os por la
cantidad !ljada como indemnización en la Sentencia extranJer:a, pues
también aquí se limita la Entidad demandante de ampar~ a SUSClt?f u~a
mera discrepancia, que no trasciende el pla,no de la l,e~hdad 0rdmana.
con el Auto impugnado, en el que sobre-la mconcreclon.de, l?s mtereses
devengados se da expresa respuesta, en su fundament<? jUndlCO tercero,
al considerar el Tribunal Supremo que «no puede obJetarse la falta de
bases detenninantes una vez que se acredite el interés legal en el mismo
(pais del Tribunal de ori~e.n) con la docu'!lentación le~lizada ~efe.ri~a
a la rcgl¡lmentación posltlva correspondiente, en el organ~ Judlcl~1
español ejecutor material de la Sentencia)}. Carece de rele~ancla consti­
tucional el disentimíento que la Entidad demandante mamfi~sta en este
punto y que gira sobre la afirmación de las ea:nsecuenclas qu~ se
pudieran derivar de la remisión a una norma argelina de la determma­
ción de los íntereses. pues reiteradamente ha dicho este Tribunal.que el
derecho a la tutela judicial efectiva qu~ el art. 24.1 C.E. ~.ran~m~ !la
requiere para su satisfacción la obtenCión de una resoluclOn judlClal
favorable a las pretensiones del interesado, ni libre de error en la
interpretación y aplicac!ón de la legalidad ord~nar~a, quedand,? al
margen de la competencia de este Tribunal ConstItUCIOnal los p,?slblcs
errores, equivocaciones o interpretaciones que las partes motejen de
incorrectas.

FALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE' CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por la Entidad mercantil «Compañia
General de Tabacos de Filipinas, Sociedad Anónima».

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estadm>.

Dada en Madrid, a diecisiete de junio de mil novecientos noventa}
uno.-Fmncisco Rubío Uorente.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Rodri~

guez-Piñero y Rravo~Ferrer.-Jo<;é Lui.s de los Mozos y de les
MOlOs.-_-\lvaro Rodríguez Bcreijo.-José Gab.a[dón Lópcz.-Flrmauos y
rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Rubio Llorentc. Presidente: don Eugenio Diaz EimJl. don
Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo y don Jose Gabaldón
López. Magistrados. ha pronunciado

¡

ue Distrito núm. 11 dI;' los de dich;:¡ capital en proceso de cognición núm.
452/1987. Ha sido parte el Ministerio Fiscal y Ponente el Magistrado
don Eugenio Díaz Eimil quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
l. Con lCcha .¡. de enero de 1989 tuvo entrada en d Registro

General de este Tribunal un escrito enviado por correo. fecha matasellos
19 de diciembre de 1988. por el que don José Jurado Baena, aSistido de
Ja Lelrada del Ilustre Colegio de Abogados de Valencia doña ,\na I.
Moner Romero. decia interponer recurso de amparo contra el Auto de
la Sección Cuana de la Audiencía Provincial de ValenCia de 14 de
octubre de 1988, dictado en el recurso de apelación núm. 148/lnS por
Cl interpuesto contra la Sentencia dictada en el juício de cognJcI~n núm.
452/1987 del Juzgado de Distrito núm. 11 ~e los de ValenCIa. Auto
posteriormente confirmado por otro de la mIsma .Sala de fccha !O d.,e
diciembre de 1988 fl'solutono del recurso de súplJca que contra aquel
también interpusiera. . ..

Tras la exposición de los anteced,,;-nt:sy de la fundJ..m(·n1~iclon

jurídica del r~L'Urso, akgandú haberse vulnerado.po.r los reft:ndos n.'J.tos
el derecho fundamcntnl J obten~r la tutela efectIva de los JU,,;-CI?S y
Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos. sir. qu~.
en ning.ú.n caso, pueda producirse indefensión (art. 14.1 de la Constltu~

(·ion). soliCitó. mediante otrosí digo, la designación de ProcurJ.dor del
turno de oficio por caracer de medios económicOS para ello, así como
la suspensíón de la resclllción impugnada.

Sala Segunda. Sentencia l33/1991. de 17 de jlllt!v. ReCllJ'So
de amparo 1')/1989, Contra Auto de la Audl('ncia Prol'in­
eial de Valencia que declaró desierto recurso de ape/ación
frente a Sentencia def Juzgado de Distrito número 11 de la
misma ciudad Vulneración del derecho a la tutela Judicial
t'feclifa: Subsanabifidad de los requisitos de (¡("(:eso a los
recursos.

17590

En el recurso de amparo núm. 19/1989, interpuesto por el Procura­
dor don Javier Iglesias Gcmez en nombre y representacIón de don Jose
Jurado Baena. asistido de la Letrada darla Ana L Móner Romero. contra
Auto de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Valencia que
dedara desierto el recurso de apelación frente a Sentencia dd Juzg:1do
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2. Por providencia de 16 de enero de 1989. la Sección Segunda de
la Sala Primera del Tribunal Constitucional acordó fuese designado
Procurador del tumo de oficio. dirigiendo a tal efecto comunicación al
Ilustre Colegio de Procuradores de Madrid interesando el nombra­
mjento del que por turno corresponda.

Por providencia de 23 de enero de 1989, la Sección acordó tener por
nombrados por el tumo de oficio, como Procurador a don Javier Iglesias
Gómez, y como Abogada designada por la parte a dona Ana Isabel
Moner Romero.

3. Con fecha 27 de febrero de 1989, tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal escrito del Procurador don Javier Iglesias
Gómez, formalizando la demanda del recurso de amparo en atenc:ón a
los siguientes antecedentes:

1) Dictada Sentencia por el Juzgado de Distrito núm. 11 de los de
Valencia enjuicio de cognición núm. 452/1987 seguido a instancias de
«Cembro, Sociedad AnónimID), contra quien ahora recurre en amparo,
éste, considerándola lesiva a sus intereses, presentó recurso de apelación,
concediéndosele por providencia de 4 de julio de 1988 un plazo de diez
días para comparecer ante la Audiencia Provincial de Valencia.

2) 'E!1 14 de ju~iC? 9:e 19~8, don Julio 1usto Vilaplana, Procurador
de los Tttbunales, dmglO escnto a la SaJa. personándose en la alzada en
concepto de parte demandada-apelante en nombre del ahora recurrente
en amparo y en representación que se acreditaría mediante comparecen~

cia ante el Secretario de la Sala, en virtud de lo dispuesto en el artículo _
281.3 de la Ley Orgánica del Poder 1udicial.

3) Sin embargo, con fecha 14 de octubre de 1988, la Sección Cuarta
de la Audiencia Provincial de Valencia dictó Auto declarando desierto
el recurso de apelación interpuesto por el demandado, por no haber
comparecido en legal forma.

4) Presentado recurso de suplica contra dicho Auto, acompañando
copia del escrito-de personacion, por nuevo Auto de 10 de diciembre
de 1988 se declaró no haber lugar al recurso de súplica y desierto el
recurso de apelación.

4.. Se fundamenta la demanda de amparo en que el Auto de 14 de
octubre de 1988, declarando desierto el recurso de apelación por no
aceptar una forma de representación que es la que habitualmente se está
llevando a cabo en los demás Juzgados y Tribunales. no dando lugar la
Sala. siquiera, a que, de acuerdo con el arto 281.3 de la Ley Orgánica del
?;:,Jer Judicial, comparezca personalmente el interesado a otorgar t::J.1
reprcsentación, subsanando su falta, ha originado una cvidente indelen­
sióo contraria al art. 24.1 de la Constitución.

Por ello se solicita de este Tribunal Constitucional se declare la
nulidad del Auto de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de
Valencia de 14 de octubre de 1988, así como la del posterior Auto de
la misma Sección de lO de diciembre de 1988 resolutorio del recurso de
súplica, debiéndose reconocer el derecho de la recurrente a que se
admita a tramite el recurso de apelación, realizando la correspondiente
comparecencia ante el señor Secretario de esa Sección.

5. Por P.T0videncia de 27 de abril se admitió a trámite el recurso y,
una vez reCIbidas las actuaciones judiciales, se dictó providencia de JO
de octubre concediendo al demandante y al Ministerio Fiscal el plazo
común de veinte días para que presentaren las alegaciones que estimaren
pertinentes.

6. El demandante reiteró las alegaciones y petición formuladas en
su escrito de contestación, insistiendo en que la resolución recurrida le
ha causado indefensión con quebrantamiento del derecho a la tutela
judicial reconocido por el art. 24.1 de la Constitución, puesto que
declaró desierta la apelación por incomparecencia a pesar de que ésta se
realizó por su Procurador en la representación que se acreditaria ante el
Secretario de la Sala. según lo dispuesto en el art. 281.3 de la Ley
Orgánica del Poder Judicial.

7_ El Ministerio Fiscal solicitó la estimación del amparo con
fundamento en alegaciones en las que. después de exponer la doctrina
constitucional establecida sobre la materia, con transcripción literal de
parte de la STC 105/1989, cuya aplicación al caso concreto le conduce
a entender que el órgano judicial debió conceder al solicitante de amparo
un plazo, 'para subsanar la irregularidad fonual de la que adoleció su
personaClOn y que, al no haberlo hecho así, ha cometido ia vulnemClón
constitucional demandada.

8. Por providencia de 22 de abril de 1991 se señaló el día 17 de
junio para deliberación y votación del recurso.

IJ. Fund:unenos jurídiCtls

l. El problema que se plamea en el presente recur~o consIste en
determinar si el Auto recurrido ha vulnerado el derecho a la tutda
judicial eft-'Ctiva. garantizado por el art- 24.1 de la Constitución -en el
que se integra el derecho a acceder a los recursos legalmente establecJ­
dos- por declarar desierta la apeiación imerpuesta por el aquí solicitame
de amparo al haber compareCldo por medio de Procurador, 510 que se

acreditase la representación de éste por medio de escritura pública o
comparecencia ante el Secretario de Sala, de acuerdo con lo dispuesto en
los arts. 8~0 ~e la Ley de. ~njuiciamiento Civil y 2.2.°.de l~.L~y 1O/1968Jde 20 de JUOlO, en relaclOn con el 1.280.5.° del CódIgo (lvd, y 281.3.
de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Alega el demandante de amparo que dicha resolución judicial le ha
ocasionado inde1cnsión. ya que si la Audiencia consideraba que la
representación del Procurador no había sido acreditada en alguna de las
formas previstas por la Le)', debió haberle requerido para que subsanara
este detecto y no proceder directamente a declarar desierto el recurso de
apelación.

2. Se vuelve a plantear en estc recurso el problema del valor que.
desde la perspectiva del derecho a la tutela judicial, corresponde atribuir
a las formalidades que condicionan el acceso a los procesos judiciales y,
dentro de éstos, a los recursos pertinentes, pues tales formas son el único
cauce válido de ejercicio de las pretensiones de las partes, por ser el
citado derecho fundamental un derecho de mediación legal, cuya
djspensación requiere de los litigantes el previo cumplimiento de las que
les son exigibles por el órgano judicial, en cumplimiento de lo
legalmente previsto, siempre que respondan, de manera adecuadamente
razonable, a la finalidad de lograr la correcta ordenación del proceso con
todas las garantías que merecen tos derechos e intereses de la contra­
parte.

En la expresada línea de pensamiento, la doctrina constitucional,
cuya constante reiteración hace innecesario reproducirla aquí de manera
~oncreta y por".lenorizada ha distin~uido entre requisit~s subsan~~lese
Jnsubsanables. meluyendo en la pnmera categoría, la mtervenClOn de
Procurador y la prueba fehaciente de la representación que diga ostentar,
diciendo al respecto la STC 174/1988 que «tanto la presencia del
Procurador como la firma del Letrado son requisitos de cumplimiento
subsanable, y sólo cuando no hayan sido subsanados tras habérsele dado
a la parte oportunidad para ello podrán servir como motivos de
inadmisibilidad sin lesionar el derecho a la tutela judicial efectíva).

La aplicación de esta doctrina al caso contemplado impedía que la
Audiencia pudiese declarar desierto el recurso de apelación por el
motivo que lo hizo, sin haber previamente dado al Procurador, que se
había personado dentro del término del emplazamiento, la oportunidad
de acreditar su representación en alguna de las formas previstas en
los arts. 1.280.5.° del Código Civil y 281.3 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial. y al no haberlo hecho así impuso al apelante una consecuencia
desproporcionada a la irregularidad formal en que pudiera haber
incurrido la parte o su sedicente representante, que tiene por funda­
mento una interpretación excesivamente formalista. que es incompati·
ble con el derecho a la tutela judicial y, además, desatiende el mandato
que, en desarrollo del mismo, se contiene en el art 11.3 de la Ley
Orgánica del Poder Judicial. del cual son, a su vez, concreciones
específicas los arts. 243 de esta Ley, 1.710.1 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil y 192.3 y 206.3 de la Ley de Procedimiento Laboral, Texto
articulado por Decreto Legislativo 521/1990 de 27 de abril.

Para llegar a tal conclusión basta con señalar que la personación se
efectuó, dentro de-! término conferido, por Procurador, que hizo constar
en su escrito que la representación que invocaba seria acredítada (en
virtud de lo dispuesto en el arto 281.3 de la Ley Organica del Poder
Judicial mediante comparecencia ante el Secretario de S4ICü), pues :iU

simple consideración pone. por sí sola, de manifiesto que el trámite de
subsanación era inexcusable, dado que, el defecto ni siquiera consistió
en la falta de inter.... ención de Procurador, en cuyo caso seria igualmente
necesario dicho trámite, sino la ausencia de formalización suficiente de
su relxcscntación. que el propio Procurador ofreció subsnnar en una de
las formas establecidas por la Ley, lo cual. obligaba al Tribunal a acordar
el requerimiento correspondiente. de conformidad con la dOt1rina
antenormente expuesta.

FALLO

En atención a tooo lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA
AL'TORIOAD QUE LE CONFIERE LA CONSTfTUCIÓN DE LA NACfóN
ESPAJ'10LA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Jurado Baena ]', en su
consccuenC13.

1. o Declarar la nulidad de! Auto de la Sección Cuarta de la
Audiencia PrOVincial de Valencia de 14 de octubre de 1988. dietado en
el recurso de apelación núm. 148/19815 interpuesto por el demandante
de amparo contr:! la Sentencia dictada en el juicio de cognición núm.
452/1987 del antiguo Juzgado de Distrito núm. 11 de Valencia asi como
l:t del de la propia AudlCnCta de 10 de diciembre de 1988, confirmatorio
del antenoL

::: v Reconocer a dicho recurrente el derecho a la tutda Judicial
efcclÍ va.
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3.0 Restablecerle en la integridad de su derecho, acordando. a tal
efecto, retrotraer las actuaciones judiciales al momento inmediatamente
anterior la de dictarse el primero de los Autos que se anulan para que
se le conceda. en el supuesto de que el defecto apreciado en el mismo
no haya sido aún subsanado. plazo para que pueda proceder a su
subsanación y una vez conclUIdo éste se resuelva en el sentIdo que
corresponda confonne a Derecho. según el resultado que haya prodUCido
el referido trámite de subsanación.

Publiquese esta Sentencia en el (Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a dít:Cisicte de junio de mil novecientos noventa y
uno.-Francisco Rubio L1orente.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Ródri­
guez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Beretjo.-José Gabaldón López.-Firmados y
r··br.icados.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio L1orente,' Presidente; don Eugenio Díaz Eimil, don
Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón
López, Magistrados, ha pronunciado

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 133/1989, promovido por don Vicente
Navarro Navarro, representado por el Procurador de los Tribunales don
José Carlos Penalver Garceran y asistido del Letrado don Javier Moreno
Moya, contra la Sentencia de la. Sección Segunda de la Audiencia
Provincial de Valencia de 19 de diciembre de 1988, que confinna en
apelación la Sentencia del juzgado de Instrucción núm. 4 de los de
dicha ciudad de 24 de junio de 1988, en virtud de la cual se condenó al
recurrente como autor de un delito de cheque en descubierto. Ha sido
parte el Ministerio Fiscal, y Ponente el Magistrado don José Gabaldón
Lópcz.

una Sentencia de la Sección Tercera de [a Audiencia Provincial de
Valencia de 10 de octubre de 1988. que estimó el recurso de apelación
interpuesto por el demandante en amparo contra la Sentencia del
Juzgado de Instrucción núm. 6 de los de Valencia por la que se le
condenó como autor de otro delito de cheque en descubierto. siendo la
Entidad librada y el tomador los mismos. apreciándose en esta Senten­
cia, a diferencia de la impugnada, que se trataba de una cuenta de
crédito. Igualmente se aportan varias Sentencias de otras Audiencias
Provinciales en las que se absuelven a los acusados al considerar que se
estaba ante cuentas de crédito y que no existia dolo.

El segundo motivo de amparo alegado por el recurrente es el derecho
a la presunción de inocencia consagrado en el art.. :24.2 CE., al haber
sido condenado aquél sin existir prul'ba de cargo, no habicndose
acreditado que conocia la falta de fondos de la cuenta corriente cuando
entregó el cheque, por 10 que no puede concluirse que cuando cje¡;utó los
hechos tuviera «consciencia y voluntad de realizar el injusto típicO}).

En virtud de lo expuesto, solicita que se dicte Sentencia otorgando
el amparo, procediéndose a revocar la Sentencia impugnada.

4. Por providencia de la Sección Tercera de este Tribunal de 22 de
mayo de 1989, de eonfonnidad con el arto 50.3 de la LOTC, se puso de
manifiesto al demandante y.al Ministerio Fiscal la posible existencia de
las causas de inadmisibilidad de los arts. 44.1 c) y 44.2, en relación con
el arto 50.1 a), todos ellos de la LOTC, así como la del apartado c) del
mencionado precepto. alegándose por el recurrente que no concurrían
las mismas. Por el Ministerio Fiscal se manifestó Que se podía estimar
la extemporaneidad de la demanda si no se acreditaba la fC'Cha de
notificación de la Sentencia recurrida, así como la falta de contenido
constilucional, no apreciando la causa del arto 44.1 e) de la LOTC

5. La citada Sección Tercera. por providencia de 3 de julio de 19S9,
acordó admitir a trámite la demanda de amparo formulada y, a lenor de
lo dispuesto en el arto 51 de la LOTC, requerir a la Sección Segunda de
la Audiencia Provincial de Valencia Ji al Juzgado de Instrucción núm. 4
de los de dicha ciudad, para que en el plazo de diez días remitieran
testimonio de las actuaciones'relativas al presente recurso, así como QU{'
la Sección Tercera de dicha Audiencia rcmitiera testimonio del roUo de
apelación núm. 51/88; se interesó al propio tiempo que por el Juzgado
de Instrucción núm. 4 se emplazase a quienes fueron part\.'" en el
procedimiento, con excepción del r.-:currentc que aparece ya p~rs<)ll.ado.
para que en el plazo de- diez días pudieran comparecer en este proCI:SO,
haciendo constar en dicho emplazami~'nto In exclusión de qllÍen('s
quisieran coadyuvar con el demandante o formular cualquier impugna·
ción y les hubiera transcurrido el plazo para recurrir.

6. Por providenCIa de 18 de scptiembr~ de 1989, la Sección Cdo.rla
acordó tener por recibidas las actuaciones n:mitldas por 10<; ¿r?,3110S
judiciales. y, a tenor de lo ~stablccido ;,:n el art. 52.1 de la LOTe. se
dispuso dar vista de las actuaciones al solicitante de amparo y ¡¡1
Ministerio Fiscal. por el plazo común de ycime días. para que pudier~m

formular dcntro de dicho termino las alegaciones que esl.lm3.scn pertI­
nentes.

7. El demandante el dia 13 de octubre presentó escrito ratlf!dndosc
en las alegaciones ya realizadas.

Por su parte, el Ministerio Fiscal, mediante escmo pre')cntado el 19
de octubre. solicitó la desestimación dd recurso de amparo. \1anilicsta
que no se ha conculcado el principio de Igualdad en la aplicación u(' la
Ley garantizado en el arto 14 C.E.• pues nos encontramos ant.: S\.'f1ten­
cías dc diferentes Secciones de una misma Audiencia Pro\'lnciJl que han
decídido de forma contradictoria, cabiendo ambas intcrprdaciones
dentro del marco de la legalidad ordin:J.ria y de la constitución. y b
juri::.prudcncia del Tnbunal Constitucional ha considerado que son
diferentes órganos judiciales las diversas Secciones dc tina misma
Audiencia (AATe 81)/1985, 638/1987 Y 1.228/1987). Por último, el
I\linisterío Fiscal señala que el cometidodcl Tribunal Conslitudon::ll es
vdar por la correcta aplicación de la Constitw...;ón, no del onJcnamícnlo
jurídico en general.

8. Por providencia de JI de mauo de 1991 se scóaló :Jara
deliberación y votación el dia 3 de junio. quedando conclusa I.'"n el dia
de la fecha.

11. Fundamentos jurídicos

1. Se impugna la Sentencia de la Sección Segunda de la .--\üdi;:f1('ia
Provincial de Valencia de 19 de diciembre de 1988. confirmatoria en

Sa/aSegunda. Sentencia 1341199/. de 17 de junio. Recurso
de amparo 13311989. Contra Sentencia de la Audiencia
Pral'incial de Valencia. confirmatoria-en apelación de otra
anterior del Juzgado de bis/mecian mimo 4 de la misma
ciudad. que condenó al recurrente como autor de un delito
de cheque en descubierto. Supuesta vulneración del princi­
pio de igualdad en la aplicación de la Ley y del derecho a
la presunción de inocencia.
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I. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en el Registro General de este
Tribunal el 19 de enero de 1989, el Procurador de los Tribunales don
Jose Carlos Peñalver Garcerán,-3ctuando en nombre y representación de
don Vicente Navarro Navarro, interpuso recurso de amparo contra la
Sentencia de 19 de diciembre de 1988 de la Sección Segunda de la
.'~udiencia Provincial de Valencia, que confirma en apelación la Senten­
cia del Juzgado de Instrucción núm. 4 de los de dicha ciudad de 24 de
junio de 1988, por la que se condena al recurrente como autor de un
delito de cheque en descubierto.

1. La demanda se basa, en síntesis, en los s¡g:..:i~rnes hecho:>:

A) El demandante del amparo, Gerente de la Entidad mercantil
«Comvina. Sociedad AnónimID>, abrió una cuenta corrie-nte en el
«Banco de Valencia. Sociedad Anónima», de la localJdad de Silla
(Valencia). En torno a esta cuenta corriente giraba casi toda [a actividad
económica de la Empresa, actu'!ndo siempre con saldo negativo, pese a
la cu~1 ~I Banco hacia frente a los cargos que se pasaban. Con
postenondad el Banco procedía semestralmente a regularizar la cuenta
ya cargar el 23 por 100 de intereses sobre lo que se adeudaba.

B) En fecha 27 de septiembre de 1986 el recurrente entrcgó cheque
nominativo contra la mencionada cuenta corriente por importe de
473.128 pesetas para abonar una deuda a «Cristalería Escorihue1a,
Comunidad dc Bienes», proveedora habitual de la Empresa, que,
prcsL·ntado al cobro, fue devuelto por no existir fondes suficientes.
Denunciado este hecho, se incoaron diligencias pre"ías numo 205/1987
en el Juzgado de Instrucción mim. 4 de los de Valencia. recavendo, el
21 de junio de 1986, Sentencia por la" que se condenó al demandante
como autor de un delito de cheque en descubierto del arto 563 bis b} del
Código Penal a la pena de 80.000 pesetas de multa, con cuarenta días
de arresto sustitutorio en caso de impago, al pago a Pascual Escorihuela
~'farti de la cantidad de LI60 peSCUlS y a las Cü'itas procesales. Apelada
esta resolución, la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de
Vnlencia desestimó el recurso por Sentencia de 19 de d:ciembre
de 1988.

3. La demanda se fundamenta principalmente en dos motivos de
amparo, ya Que la presunta vulneración del arto 25.1 c.E. solo se
enuncía. sin aportar argumentación alguna al respecto.

El primero de ellos es el principio de igualdad en la aplicación de la
ley recogido en el arto 14 C.E. Se aporta como termino de comparación


